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AMPARO EN REVISIÓN 78/2014

QUEJOSOS: **********.
PONENTE: MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN

SECRETARIA: IRMA GÓMEZ RODRÍGUEZ.

Vo.Bo.
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día dieciocho de junio de dos mil catorce.
VISTOS, para resolver el amparo en revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Trámite y resolución del juicio de amparo. Por escrito presentado el dieciséis de noviembre de dos mil doce en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Pachuca, Hidalgo, (formulado en lengua hñahñu, cuya traducción se obtuvo el siete de diciembre siguiente), **********, por sí mismo y en representación de la **********, solicitó el amparo y protección de la Justicia de la Unión en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se indican.

"AUTORIDADES RESPONSABLES:

a) Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo.

b) El Visitador o personal regional de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Hidalgo.

ACTO RECLAMADO:

"En fecha 31 de octubre de 2012 me fue entregado un documento por el Visitador Regional de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo".

El quejoso señaló como derechos violados en su perjuicio, los contenidos en los artículos 2 y 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, argumentando que “no se le respondió a su demanda y no le respondieron a lo que preguntó”, relatando los antecedentes del acto reclamado y expresando los conceptos de violación que estimó pertinentes.

La demanda de garantías se radicó en el Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, el cual, previos los trámites necesarios para la traducción de la demanda ya referida y la prevención que formuló para que el promovente acreditara la personalidad con que se ostentaba, mediante acuerdo de catorce de diciembre de dos mil doce la, admitió a trámite misma que quedó registrada con el expediente número **********; y por acuerdo de veintiuno de mayo de dos mil trece, el juez del conocimiento sobreseyó, fuera de audiencia, en el juicio de amparo, al estimar que los actos reclamados habían cesado, actualizándose con ello la causa de improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 73 de la anterior Ley de Amparo.

SEGUNDO. Trámite del recurso de revisión. Inconforme con tal determinación, mediante escrito presentado el cinco de junio de dos mil trece, en lengua hñahñu y los puntos petitorios además en español, el quejoso interpuso recurso de revisión, del cual correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, cuyo presidente llevó a cabo el trámite necesario para lograr la traducción de tal ocurso y en acuerdo de cuatro de julio siguiente, admitió a trámite el medio de impugnación de que se trata, el cual quedó registrado con el expediente número **********. 

TERCERO. Solicitud del ejercicio de la facultad de atracción. Por escrito presentado el once de julio de dos mil trece en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el quejoso solicitó el ejercicio de la facultad de atracción para conocer del recurso de revisión acabado de relacionar, que en sesión de cinco de septiembre siguiente, hizo suya el Ministro Luis María Aguilar Morales.

En sesión celebrada el cuatro de diciembre de dos mil trece, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó ejercer la facultad de atracción solicitada, para el efecto de que fuera el Alto Tribunal el que se ocupara del análisis y resolución del recurso de revisión de que se trata.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por acuerdo de cuatro de febrero de dos mil catorce, el Presidente de este Máximo Tribunal del País, determinó avocarse al conocimiento del recurso de revisión, correspondiéndole el expediente número 78/2014 e instruyó se turnara para su estudio al Señor Ministro José Fernando Franco González Salas.

Por acuerdo de diecinueve de febrero de dos mil catorce, el Presidente de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo por recibidos los autos de la revisión y ordenó que dicha Sala se avocara al conocimiento del asunto, quien presentó la propuesta de proyecto que se discutió en la sesión celebrada el siete de mayo último, el cual, por mayoría de tres votos fue desechado, acordándose su retiro y returno al Señor Ministro Alberto Pérez Dayán.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Federal; 84, fracción I, inciso a), de la abrogada Ley de Amparo vigente hasta el dos de abril de dos mil trece; 11, fracción V, y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo previsto en los puntos Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, en la medida de que se interpuso contra una resolución dictada fuera de la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto y se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno.

Es así, ya que en el Artículo Tercero Transitorio de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, misma que entró en vigor al día siguiente, se precisó que los juicios iniciados con anterioridad a su entrada en vigor, "continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio". 

Por tanto, si el juicio del amparo del cual deriva el presente recurso de revisión, se presentó a trámite el dieciséis de noviembre de dos mil doce, es claro que debe resolverse conforme a lo previsto en la Ley de Amparo vigente hasta el dos de abril de dos mil trece.

SEGUNDO. Oportunidad y legitimación. El recurso de revisión se hizo valer por parte legitimada para ello, dado que fue interpuesto por el quejoso **********, dentro del plazo que al efecto prevé el artículo 86 de la anterior Ley de Amparo, pues el acuerdo impugnado se notificó al recurrente por medio de lista, de conformidad con lo dispuesto en la fracción II del artículo 30 del ordenamiento legal acabado de citar, el miércoles veintidós de mayo de dos mil trece; por tanto, surtió efectos al día siguiente, jueves veintitrés, conforme a la fracción II del numeral 34 de la ley en cita, en consecuencia, el plazo para la presentación del recurso de revisión transcurrió del viernes veinticuatro de mayo al jueves seis de junio de la misma anualidad, descontándose los días veinticinco y veintiséis de mayo, así como uno y dos de junio, por por ser inhábiles, en términos de lo dispuesto en los artículos 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. De ahí que si el recurso de revisión se presentó el cinco de junio de dos mil trece, resulta que su presentación fue oportuna.

TERCERO. Antecedentes. A efecto de llevar a cabo el estudio correspondiente, es oportuno atender los hechos siguientes:

1. El dieciséis de noviembre de dos mil doce, se recibió en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Pachuca, Hidalgo, un escrito signado por **********, dirigido al Juez de Distrito del Vigésimo Noveno Circuito en turno, escrito en lengua hñahñu, al cual acompañó el oficio 742, que le dirigió el treinta y uno de octubre de dos mil doce, la Visitadora Regional de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, que es del tenor literal siguiente:
"En atención a su escrito del diez del mes y año en curso, mediante el cual además de referir su intención de presentar una queja, solicita la impartición de una plática, me permito poner a su disposición los servicios de esta Visitaduría (se anexa oferta educativa); y agradeceré se sirva indicar el tema o temas de la plática, así como el núcleo poblacional al que irá dirigida, a fin de estar en condiciones de atender su petición.

Para Solicitud o aclaración comunicarse a los números telefónicos 01773 7323792 en un horario de ocho treinta y a dieciséis treinta horas, de lunes a viernes o bien acudir a las oficinas sita en crucero carretera Tula Refinería, ext. 248, planta baja, colonia centro, c. p. 42803" (fojas 2 a 9).

Por razón de turno, el ocurso fue enviado al Juez Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, quien por acuerdo de veinte de noviembre en cita, requirió a la Dirección General de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia del Estado, la designación de un perito en lengua hñahñu, para la respectiva traducción (foja 10).

El veintidós siguiente, se recibió oficio a través del cual el Subdirector General de Servicios Periciales en funciones de Director General de la Procuraduría Estatal informó al juez de Distrito que no era posible dar trámite a la anterior solicitud, dado que esa Dirección no cuenta con peritos traductores oficiales en el idioma hñahñu; sin embargo sugirió solicitar el apoyo correspondiente al Centro estatal de Lenguas y Culturas Indígenas de la Secretaría de Educación Pública en ese estado o a la Dirección General de Asuntos Indígenas de la Secretaría de Desarrollo Social en Hidalgo (foja 12).
En tales condiciones, a fin de dar trámite al escrito de que se trata, el juez del conocimiento giró oficio a las instituciones acabadas de señalar y fue el Director General de Atención a Indígenas de la Secretaría de Desarrollo Social de Hidalgo quien designó perito intérprete en la lengua hñahñu, después del procedimiento respectivo, el siete de diciembre de esa anualidad, se obtuvo la traducción indicada (fojas 14, 17 a 20, 22 y 25).
2. Así, el juzgador estuvo en condiciones de saber que **********, acudió en su nombre y en representación de la Organización Hñahñu para la Defensa de los Pueblos Indígenas de San Ildefonso, Tepeji del Río, Hidalgo, a solicitar el amparo y protección de la Justicia de la Unión contra las autoridades que señaló como: 
"Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo.

El Visitador o personal regional de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Hidalgo".

De quienes reclamó:

"En fecha 31 de octubre de 2012 me fue entregado un documento por el Visitador Regional de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo no escrito en lengua hñahñu y en el que no se respondió mi solicitud."
Además, agregó que no se le respondió a su demanda y no le respondieron a lo que preguntó, por lo que solicitaba que se ordenara a la autoridad acatara lo dispuesto en los artículos 2 y 8 de la Constitución Federal, así como al 4 de la Ley de Derechos y Cultura Indígena para el Estado de Hidalgo (fojas 26 a 30). 

3. Por acuerdo de diez de diciembre de dos mil doce, el juez de Amparo solicitó al promovente acreditar la calidad que ostentaba como representante de la Organización Hñahñu para la Defensa de los Pueblos Indígenas de San Ildefonso, Tepeji del Río, Hidalgo y además señalara domicilio para oír y recibir notificaciones (fojas 31 y 32).
Para cumplir con lo anterior, el quejoso exhibió el escrito en lengua hñahñu de once de diciembre en cita, al cual acompañó la escritura número doscientos cuatro mil setecientos veinticuatro expedida por el Notario Público número 35 del Distrito Federal, de la que se desprende la constitución de la "**********" asociación civil, de la que **********, es presidente (fojas 38 a 51).
4. En consecuencia, el catorce de diciembre de dos mil doce el juez de Distrito admitió a trámite la demanda de amparo de que se trata, a la que correspondió el número **********; ordenó agregar a sus autos diverso escrito presentado por el quejoso y solicitar al Director General de Atención a Indígenas de la Secretaría de Desarrollo Social del Estado de Hidalgo la designación de un perito que tradujera dicho escrito y un asesor jurídico que hable la mencionada lengua (fojas 52  y 53).

El diecinueve de diciembre en cita, se recibió en el juzgado de Amparo, oficio de la misma fecha, a través del cual el Director General de Atención a Indígenas citado, informó que el traductor de lengua hñahñu estaba de vacaciones y, de momento no podía atender la solicitud formulada, aunado a que no contaba con un programa en el cual otorguen el servicio de asesores jurídicos en lenguas indígenas (foja 57).

En atención a lo anterior, por auto de veinte de diciembre de dos mil doce, el juez del conocimiento ordenó girar oficio al Delegado de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas en el Estado de Hidalgo, a fin de que designara tanto a un asesor jurídico como a un intérprete que en conjunto con el quejoso intervinieran en el juicio de amparo, en defensa de los intereses de éste, de modo que las promociones aun cuando se presentaran en la lengua hñahñu al mismo tiempo se acompañaran de su traducción, con la finalidad de evitar retrasos en la integración del asunto, tomando en consideración que el promovente del amparo no domina la lengua española, en términos del artículo 271 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, acorde a su numeral 2 (foja 58).
Como respuesta a tal requerimiento, por oficio de tres de enero de dos mil trece, el Delegado Estatal de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas informó que esa delegación no cuenta con un programa en el que otorgue asesoramiento jurídico en lenguas indígenas y, si bien tiene un programa de traductores e intérpretes, para su ejecución requiere del apoyo del Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas (CELCI) a fin de cubrir los requerimientos hechos por diversas autoridades, solventando únicamente los gastos generados por los mismos, de manera que resultaba necesario conocer fecha y hora del desahogo de la audiencia para poder designar un intérprete traductor oportunamente (foja 71).

Lo anterior motivó que el siete siguiente, el juez de Distrito dictara un proveído en el cual, a efecto de no vulnerar los derechos del quejoso y fuera correctamente representado en el juicio de amparo, ordenó girar oficio al Delegado Regional del Instituto Federal de Defensoría Pública, con sede en Querétaro, Querétaro, para que designara un asesor jurídico adscrito a ese Circuito que represente al quejoso (foja 72).
En oficio de catorce de enero en cita, el Delegado Regional del Instituto Federal de Defensoría Pública comunicó que jurídicamente estaba imposibilitado para designar un asesor jurídico al quejoso, en razón de que no se trata de un menor o incapaz; lo que no representa obstáculo para que acuda personalmente a las oficinas de asesoría jurídica a efectos de solicitar el servicio (foja 87).
Cabe señalar que el dieciséis del mismo mes de enero, el quejoso presentó al juzgado de Amparo, un escrito en lengua hñahñu, por lo cual el juez ordenó girar oficio al Delegado Estatal de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas para que designara un intérprete que tradujera ese ocurso (fojas 89 a 91).
Sin embargo, el dieciocho de enero señalado, el Jefe de Departamento Jurídico, por ausencia del Delegado Estatal de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, informó que en la plantilla laboral no cuentan con intérprete traductor en lengua hñahñu, pero que el Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas cuenta con intérpretes traductores certificados como peritos (foja 100).
De ahí que el veintiuno de enero de dos mil trece, el juez del conocimiento ordenó girar oficio al Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas para que designara un intérprete que tradujera el escrito presentado el dieciséis de enero de ese año (fojas 102 y 103); y a través del oficio signado el treinta y uno siguiente, la Directora de esa institución comunicó que Antonio Ramírez Donato había sido designado como traductor de la lengua hñahñu, además remitió la traducción del escrito que para tal efecto se le envió, que en lo substancial señala:
"Lo que dije, quiero saber qué es lo que quieren que me proporcionen a alguien que me defienda así que hable español otomí. Queremos que nos diga en palabra del juez y que se resuelva pronto este asunto esta demanda se haga todo en otomí/hñahñu o usted juez quiere que este asunto se haga con el idioma español.

Como dice en la entrada que todo es del pueblo de México como nuestro idioma como dice la parte dos que esta en manuscrito que nos dice como debemos de vivir en México también lo que dice la parte 35 de todas las naciones y del 139 de OIT del trabajo del mundo.

Pido lo dije anteriormente en este idioma lo que dije es verdad.

Le pido Sr. Juez:

Primero.- Que me diga del papel que pagaron el 17 de octubre del 2012.

Después.- Que todo lo que quede o que queden ustedes, este asunto que este escrito se guarde como el español como en otomí/hñahñu" (fojas 128 a 129).

El uno de febrero de dos mil trece, el quejoso presentó un nuevo escrito en lengua hñahñu, que motivó que el juez de Distrito del conocimiento emitiera el proveído de cinco de febrero siguiente, en el que ordenó remitirle copia certificada del juicio de amparo al perito designado, para que en el término de diez días remitiera traducción en lengua hñahñu del mismo, incluyendo el ocurso acabado de relacionar (fojas 129 a 131).

El once de febrero siguiente, el Visitador General Jurídico de la Comisión de Derechos Humanos en el Estado de Hidalgo, ofreció como prueba en el juicio, copia certificada de los expedientes **********, **********, ********** y **********, tramitados con motivo de diversas quejas presentadas por comparecencia de **********, donde aparecen promociones que presenta y diligencias en las que éste interviene, todo en idioma español; con las cuales pretende acreditar que el promovente del juicio de amparo conoce y comprende este idioma, destacando la existencia del escrito de solicitud de copias certificadas que de puño y letra que realizó el quejoso (fojas 134 a 168).
Además, en la misma fecha, la Directora del Centro Estatal de Lenguas y Culturas Indígenas entregó un oficio en el juzgado del conocimiento en el cual informó que los intérpretes y traductores capacitados y certificados son personas con trabajos de distinta índole que no cuentan con contrato y sueldo alguno para desarrollar dichas funciones, aunado a que no existe una partida presupuestal para cubrir sus sueldos y gastos debido a que el acuerdo que tenían con la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas fue suspendido; en consecuencia, la persona designada como perito no seguiría actuando como traductor y, por ende, era imposible atender la petición de traducir los escritos remitidos para ello (foja 169).

Lo cual motivó al juzgador a dictar el acuerdo de doce de febrero de dos mil trece, en el que ordenó girar oficio al Secretario de Educación Pública del Estado de Hidalgo a efecto de que designara un intérprete en lengua hñahñu para que conjuntamente con el promovente del juicio de amparo interviniera durante su trámite. Pero también obtuvo respuesta negativa, dado que por oficio de veinte de febrero del año en cuestión, la autoridad informó que esa Secretaría no cuenta con personal que funja como intérprete en la lengua solicitada, por lo que no podía atender la petición formulada (fojas 172, 173 y 181).
Consecuentemente, el Juez de Distrito, a través del auto de veintidós de febrero señalado, decidió solicitar al Secretario de Educación Pública Federal la designación de un intérprete en lengua hñahñu para que conjuntamente con el promovente del juicio de amparo interviniera durante su trámite (foja 182).
En respuesta a tal solicitud, el siete de marzo de dos mil trece se recibió en el juzgado de Distrito el telegrama de la Jefa de Departamento de Amparos, en suplencia del Secretario de Educación Pública, informó que esa dependencia no cuenta con intérprete en la lengua solicitada; sin embargo, en vía de orientación, expresó que el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas podría proporcionar datos respecto de personas que puedan fungir como intérpretes en los términos solicitados. Por tanto, en acuerdo de ocho de marzo siguiente, el juez del conocimiento ordenó girar oficio al Instituto Nacional de Lenguas Indígenas a efecto que designara un intérprete en lengua hñahñu para que conjuntamente con el promovente del juicio de amparo intervengan durante su trámite (fojas 191 a 194).
El trece de marzo citado se recibió en el juzgado de Distrito el oficio signado por el Director General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría Técnica de Patrimonio Inmobiliario y Asuntos Periciales del Consejo de la Judicatura Federal, en el cual informó al Juez Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo que en atención al escrito recibido el nueve de enero ese año en la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, signado por los representantes de la Organización Hñahñu para la Defensa de los Pueblos Indígenas y de la Oficina de la Defensoría de los Derechos de la Infancia, esa Dirección se encontraba a sus órdenes a fin de auxiliarlo con los traductores e intérpretes en lenguas indígenas o, en su caso, la búsqueda correspondiente de ellos. En atención a ello, el juez del conocimiento emitió el proveído de catorce del mismo mes de marzo donde ordenó girar oficio a tal autoridad a efecto de que designara un intérprete en lengua hñahñu para que conjuntamente con el promovente del juicio de amparo interviniera durante su trámite (fojas 214 y 215).
Por otra parte, en oficio de veintiuno siguiente, la Directora de Asuntos Jurídicos del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas de la Secretaría de Educación Pública informó al juez de Amparo que dicho Instituto no tiene atribuciones para designar intérpretes, únicamente puede asesorar y facilitar las referencias de aquellos que han sido acreditados en los ámbitos de procuración y administración de justicia y están registrados en el Padrón Nacional de Intérpretes y Traductores en Lenguas Indígenas; proporcionándole los datos de un intérprete certificado en lengua otomí (fojas 219 a 221).
El cinco de abril de dos mil trece, el quejoso ********** presentó escrito en lengua hñahñu en la Oficialía de Partes del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo. respecto del cual, en auto de ocho de abril siguiente, el juez del conocimiento reservó acordar, en atención a que en proveído de catorce de marzo anterior había solicitado la designación de un intérprete al Director General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría Técnica de Patrimonio Inmobiliario y Asuntos Periciales del Consejo de la Judicatura Federal (fojas 223 a 230). 

En oficio de diez de abril de dos mil trece, el aludido Director General de Asuntos Jurídicos comunicó al juez del conocimiento que el Consejo de la Judicatura Federal no tiene facultades para designar a expertos que actúen en auxilio de los órganos jurisdiccionales en el desahogo de los procedimientos de los que conocen, pues es una atribución que únicamente corresponde a sus titulares. No obstante, en apoyo a sus labores puso a su consideración el nombre de un experto que ha auxiliado al Poder Judicial de la Federación en asuntos similares, por lo que, en caso de así estimarlo, una vez que se tuviera la cotización correspondiente por la prestación de servicios, fuera enviada a dicha dirección para la emisión del dictamen correspondiente (fojas 243 y 244). 
Con base en lo anterior, por auto de dieciséis de abril de dos mil trece el juez de Distrito del conocimiento designó a ********** como intérprete en lengua hñahñu dentro del juicio de amparo de que se trata, para que tradujera al español las promociones formuladas por el quejoso en defensa de sus intereses y a la lengua hñahñu las actuaciones realizadas por ese juzgado, dictando las providencias necesarias para ello (fojas 247 y 248).
El veintitrés de abril de dos mil trece, el quejoso presentó nuevo escrito en lengua hñahñu, del cual, en auto del día siguiente, fue reservado su acuerdo por el juez del conocimiento dado que se había remitido copia del expediente para su traducción (fojas 252 a 262).
Además, por escrito de diecisiete de abril en cita, formulado en español por el quejoso, autorizó a diversa persona para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, en términos del artículo 27, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, sin perjuicio de las autorizaciones que había hecho previamente (foja 267).
5. El veinte de mayo de dos mil trece, previo el desahogo de dos exhortos, el perito remitió la cotización de traducción e interpretación que le fue solicitada; sin embargo, en acuerdo del día siguiente, el Juez Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, además de tener por recibida tal cotización, atendió la existencia de cuatro juicios de amparo promovidos por el quejoso **********, de cuyo análisis obtuvo que además de haberse presentado por la misma persona, se promovieron, instruyeron y resolvieron en lengua castellana y en ellos intervino con toda amplitud el promovente, lo cual le llevó a sostener que el quejoso ********** entiende, sabe leer y escribir español, por lo que no es una persona monolingüe como se ostentó al presentar su demanda y demás escritos en lengua hñahñu; en consecuencia, concluyó que era innecesario insistir en la designación de un perito para que auxiliara a ese juzgado en la traducción de las promociones y actuaciones realizadas en el juicio de amparo, pues en términos del artículo 271, segundo párrafo, del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado de forma supletoria, ese juzgado no estaba obligado a traducir dichas actuaciones a la lengua hñahñu.
Además, el juzgador trajo a cuenta que la promoción del juicio de amparo obedeció a la falta de contestación del escrito que el ahora quejoso dirigió a la Visitadora Regional Tula de Allende, Hidalgo, de la Comisión de Derechos Humanos el diez de octubre de dos mil doce, por tanto, al desprenderse de las constancias de autos que el veintiséis de diciembre de ese año se emitió respuesta en su lengua de origen y su traducción en español, era evidente la cesación de efectos del acto de omisión materia del reclamo; por tanto, tuvo por actualizada la causa de improcedencia establecida en el artículo 73, fracción XVI, de la Ley de Amparo abrogada.
6. Inconforme con tal determinación, mediante escrito presentado el cinco de junio de dos mil trece, también en lengua hñahñu y los puntos petitorios además en español, el quejoso interpuso recurso de revisión en su contra, del cual correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, cuyo presidente llevó a cabo el trámite necesario para lograr la traducción del tal ocurso y en acuerdo de cuatro de julio siguiente, admitió a trámite el medio de impugnación de que se trata y ordenó registrarlo bajo el expediente **********. 
7. En este medio de impugnación el quejoso argumenta lo siguiente:

"César Cruz Benítez, es mi derecho como se específica en los documentos en su artículo 103, fracción 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos así como en la Ley de Amparo en su fracción vigésimo cuarta en su inciso d) nos dice nuestros derechos.

Como lo manifestó el juez el 21 de mayo de este año, me comunicaron en el juzgado que no se ha dado seguimiento al caso, fue el día 22 de mayo y ahí quedó la demanda, dijo que hiciera otra y pero una demanda como la específica en el artículo 73, fracción décimo sexto así como en el artículo 74, fracción tres de la Ley de Amparo.

PROCESO DE LA DEMANDA

1.- Usted dijo señor juez el día 21 de mayo de 2013.

"Preguntó si se había contestado la demanda que lo había entregado a un licenciado que trabaja ahí en el juzgado, esto fue el día 10 de octubre y el 26 de diciembre pasado y "si contestaron" pero lo hicieron con un escrito en español, en el escrito menciona que contestan mi demanda y lo hacen en español porque dicen que así es el trabajo de ustedes y así debo de poner mi demanda con esta lengua y ustedes daban por terminado este caso…"
2.- El papel del juez no es así que lo encargue a otra persona que le conteste los casos.

3.- Así queda muy lejos el decreto en que se expresa que los habitantes de las lenguas indígenas tengan sus propios jueces. El Poder Judicial dice que el juez hará su trabajo y es de su competencia los casos que le planteen:

a. Es de su competencia: porque la lengua escrita es parte de la cultura de los hablantes.

b. Es verdad: los escritos se contestarán con la lengua del demandante.

c. Todo: toda respuesta por escrito que den responderán todas las dudas o planteamientos del demandante.

Sirve de sustento los siguientes criterios emitidos por el Poder Judicial Federal.

"DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS." (Se transcribe y citan datos de localización). …
4.- Usted dijo que mi escrito en lengua indígena es difícil de responder, pero que respondería de acuerdo a la petición.

5.- Como lo manifesté en un principio, el juez me respondió pero no con escrito en hñahñu como lo solicite y no responde a mi petición.

6.- Es verdad lo que el juez me respondió no es lo que le solicite, solicite al Juzgado de Primera Instancia que contestara por escrito en mi lengua y que me dijera en que juzgado quedó mi primera demanda la que formule en el Juzgado de Primera Instancia, es nuestro derecho que nos respondan en nuestra lengua.

7.- Así, con el documento que me respondió el Juez no satisface mi demanda, le recuerdo señor juez que el Juzgado de Primera Instancia es de todos y tiene la encomienda de impartir justicia así como se estipula en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

EN DONDE PODEMOS ENCONTRAR ORIENTACIONES PARA PONER UNA DEMANDA Y DE NUESTRAS GARANTÍAS.

8.- El uso de la lengua indígena se garantiza en el artículo 2º en su inciso A) y en el décimo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en donde nos habla de nuestros derechos del uso de la lengua indígena hablada y también el uso de un escrito y tiene validez al igual que el español y se puede hacer uso de ellas para poner una demanda.

********** demandante habla español, sabe leer y escribir es una persona bilingüe así dijo usted cuando recibió la demanda y otros escritos en hñahñu… (la demanda que lo hice solo) usted dijo ********** sabe hablar español y que toda la demanda la podía yo hacer en español… y así no era necesario buscar intérprete para que vea el proceso de la demanda.”

En el escrito anterior no cumple con lo que se específica en el artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ella nos específica cómo debemos vivir los mexicanos y que somos iguales ante la ley y las lenguas indígenas tienen el mismo valor como también la escritura.

9.- Como ya lo manifesté es necesario que haya gente que hable lengua indígena en los juzgados de Hidalgo, para que los que vayan a solicitar apoyo, o poner una demanda encuentren atención no vean primero si habla español o piensa como ladino, porque a ellos dan mayor atención.

10.- Como dice el dicho "primero la casa", como se menciona en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 2º en su inciso A), nos dice que es derecho de todos los mexicanos que habla dos, tres o más lenguas así como el que habla únicamente la lengua dominante en el Estado de Hidalgo se respete y los servidores públicos y todos los que ahí trabajan respetaran la manera de pensar porque es parte de la cultura de un pueblo como el propio español. 

Hace falta valorar lo nuestro para ayudarnos…

10.- Y sólo quiero decir, que los jueces que trabajan en los Juzgados del Estado de Hidalgo, a donde los gobernados hablan una lengua indígena como el hñahñu y si el juez no entiende su lengua, no podrá hacer bien su trabajo, así en todas las dependencias de gobierno se habla el español y nos vemos obligados a hablar esa lengua y lo nuestro se pierde.

11.- Como ya dije anteriormente con relación al señor juez y también la Corte Interamericana menciona, para que haya igualdad en los juzgados es necesario que haya gente que hable lengua indígena y la lengua del Estado, de esta manera los jueces podrán ayudar a las personas que habla su lengua materna.

12.- En el artículo de Fernández Ortega y otros Vs. México, dice que de acuerdo a las costumbres, tradiciones y la lengua que habla un pueblo debe existir allí en el juzgado, jueces que hable o entienda la lengua de los habitantes, en este caso el juez del segundo juzgado debe entender y hablar la lengua hñahñu u otomí.

13.- Por lo que solicito al Juzgado de Hidalgo que se cumpla como lo específica en el artículo 40 de la Ley de Amparo y que lleve esta demanda al Tribunal Colegiado de Circuito en turno para que allí determinen mi caso".

CUARTO. No serán motivo de examen los argumentos que en vía de agravio hace valer el recurrente contra el acuerdo materia del presente recurso de revisión, en virtud de que existe una violación a las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, que obliga a ordenar su reposición, acorde a las razones que a continuación quedarán precisadas.

Conforme a lo dispuesto en la fracción IV del artículo 91 de la derogada Ley de Amparo
, si en la revisión de una sentencia definitiva apareciera demostrada una violación a las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o que el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio en primera instancia, incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al recurrente o pudiere influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, revocará la recurrida y mandaran reponer el procedimiento.
Sobre el tema, esta Segunda Sala ha sostenido que ese supuesto legal debe interpretarse en el sentido de que la reposición del procedimiento sólo se decretará cuando la violación correspondiente trascienda al resultado de la sentencia definitiva y cause perjuicio a la recurrente, ya que de lo contrario se llegaría al extremo de retardar la solución del juicio de garantías sin ningún resultado práctico, así se desprende de la jurisprudencia 2a./J. 69/98, que es del tenor literal siguiente:
"PROCEDIMIENTO. SÓLO DEBE REPONERSE CUANDO LA VIOLACIÓN AL MISMO TRASCIENDA AL RESULTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA. Es cierto que conforme al artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, si en la revisión de una sentencia definitiva apareciere una violación a las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o bien, que se incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al recurrente o que pudiera influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, se deberá ordenar la reposición del procedimiento; sin embargo, tal disposición debe interpretarse en el sentido de que la reposición únicamente cabe decretarla cuando la violación relativa efectivamente trascienda al resultado de la sentencia definitiva y cause perjuicio a la parte recurrente, pues, de lo contrario, se llegaría al extremo de retardar el trámite y solución de los juicios de amparo sin ningún resultado práctico."

Lo que además fue reiterado por el Tribunal Pleno en la tesis P. CXII/98, intitulada:
"PROCEDIMIENTO. SÓLO DEBE REPONERSE CUANDO LA VIOLACIÓN AL MISMO TRASCIENDA AL RESULTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA".

Aunado a lo anterior, se tiene que el último párrafo del artículo 78 de la ley de la materia dispone que: 

"El juez de amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto".
En torno a la porción normativa acabada de citar, el Pleno del Máximo Tribunal del País ha señalado que, tomando en cuenta la estrecha vinculación que la prueba o la actuación procesal tienen con el acto reclamado, corresponde al Juez de Distrito allegar de oficio todos los elementos de convicción que habiendo estado a disposición de la responsable, estime necesarios para la resolución del amparo; sin que tal obligación pugne con lo dispuesto por el artículo 149 del mismo ordenamiento legal, pues la aplicación de aquél precepto se actualiza cuando la autoridad reconoce en su informe la existencia del acto sosteniendo únicamente su legalidad, que es una situación diversa a la presunción de certeza que opera por la falta de informe, en cuyo caso corresponde al quejoso la carga de la prueba cuando el acto reclamado no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto.
Lo anterior se desprende de la jurisprudencia P./J. 17/97, cuyo rubro y texto son:

"PRUEBAS Y ACTUACIONES PROCESALES. EL JUZGADOR DE AMPARO DEBE ALLEGARSELAS CUANDO LAS ESTIME NECESARIAS PARA RESOLVER EL ASUNTO. De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 78 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto. De acuerdo con esta regla y atendiendo a la necesidad de encontrar la verdad material sobre la formal que tuvo en cuenta el legislador, debe estimarse que la reforma que sustituyó la palabra "podrá" por "deberá", se encaminó a atenuar el principio general contenido en el tercer párrafo del artículo 149 del citado ordenamiento, pues por virtud de la misma ya no corresponde exclusivamente a las partes aportar las pruebas tendientes a justificar las pretensiones deducidas en los juicios de garantías, sino también al Juez de Distrito para allegar de oficio todos los elementos de convicción que habiendo estado a disposición de la responsable, estime necesarios para la resolución del amparo, circunstancia de necesidad que no debe quedar al libre arbitrio del Juez, sino que debe calificarse tomando en cuenta la estrecha vinculación que la prueba o la actuación procesal tienen con el acto reclamado, de tal modo que de no tenerse a la vista aquéllas sería imposible resolver conforme a derecho sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto. Asimismo, no puede estimarse que la obligación a que se refiere el artículo 78 de la Ley de Amparo, pugne con lo dispuesto por el numeral 149, pues la aplicación de aquel precepto se actualiza cuando la autoridad reconoce en su informe la existencia del acto sosteniendo únicamente su legalidad, que es una situación diversa a la presunción de certeza que opera por la falta de informe, en cuyo caso corresponde al quejoso la carga de la prueba cuando el acto reclamado no sea violatorio de garantías en sí mismo, sino que su constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto".

En el caso particular, del análisis que se realiza a la demanda de amparo presentada por **********, por sí mismo y en representación de la **********, se advierte que sus argumentos principales radican en que, al dar respuesta a una solicitud presentada ante la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, la autoridad no lo hizo en lengua hñahñu, además de no haber respondido a su petición, pues al efecto señaló:
"4.4. El documento que me diste no es mi lengua y no es lo que me respondieron.

8.- Lo que hizo.

PRIMERO.- No respondió a mi demanda por escrito como lo especifica en la constitución en su artículo Siete en donde se especifica las garantías de todos los mexicanos.

1. El licenciado que trabaja en la Comisión de Derechos Humanos no respondió mi demanda por escrito como se lo pedí el día 10 de octubre de 2012.

2. En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su art. 8 nos especifica cuáles son las garantías de los mexicanos y dice que: El Servidor Público tiene la obligación de escuchar y recibir las notificaciones por escrito en mi lengua.

En el art. 8. (…)

La persona o el servidor público de la Comisión de Derechos Humanos debe de ver y atender nuestra demanda por escrito, este documento y su contenido fue un decreto para todos los mexicanos.

3. El escrito ingresado ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos en fecha 10 de octubre de 2012 (demanda en lengua Hñahñu), me fue respondido el 31 de octubre por su personal que hablo una lengua distinta y no respondiéndome a lo que le pregunté.

4. Pido al juzgador mayor ordene al visitados regional de la Comisión de Derechos Humanos responda a mi planteamiento como lo establece el art. 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

No se hizo como se especifica en el art. 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en donde se establecen las garantías de los mexicanas.

5. El Visitador de la Comisión de los Derechos Humanos no quiere que hable mi lengua, la que no respondió mi demanda por escrito el 10 de octubre de 2012, en lengua Hñahñu/Otomí.

6. Algunos documentos en donde especifica o habla de las tradiciones o costumbres y derechos de los pueblos del Estado de Hidalgo (…)".  
Y para acreditar tal aseveración, anexo a su escrito inicial, exhibió el oficio 742, suscrito por la Visitadora Regional de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, le dirigió al primero de los quejosos, en el cual señaló que en respuesta al ocurso de diez de octubre de dos mil doce, a través del cual, además de referir su intención de presentar una queja, solicitó la impartición de una plática, ponía a su disposición los servicios de esa visitaduría y anexaba oferta educativa (sin que ésta hubiese sido presentada), pidiéndole además indicara el tema o temas de tal plática, así como el núcleo poblacional al que irá dirigida, a fin de estar en condiciones de atender su petición; además de proporcionarle los números telefónicos, horarios y días para atender alguna solicitud o aclaración. 

Al rendir informe justificado el Visitador General Jurídico de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, aceptó la existencia del acto, señalando que quien lo emitió fue la Visitadora Regional Tula de Allende, Hidalgo; sin embargo, solicitó se sobreseyera en el juicio de amparo por cesación de efectos, dado que anexo a tal informe, exhibió la respuesta que recayó a la petición formulada por ********** el diez de octubre de dos mil doce, signado por la autoridad a quien fue dirigido y redactado ahora en el dialecto en que fue ingresado, acompañado de la traducción al español; además, argumentó que la respuesta se había emitido en español atendiendo a que el quejoso ha comparecido ante esa visitaduría regional, donde se ha expresado tanto verbal como por escrito en ese idioma, por lo cual indicó, se intuye que lo conoce y entiende, en tanto que la garantía prevista en las leyes invocadas en la demanda de amparo son para aquellos casos en que el peticionario no comprende el idioma español y ello le representa un obstáculo de acceso a la justicia o al derecho de petición, situación que en la especie no acontece (fojas 61 a 66).

Por acuerdo de treinta y uno de diciembre de dos mil doce, el juez del conocimiento tuvo por recibido el informe justificado y, entre otras providencias, dio vista al quejoso conforme a lo dispuesto por el artículo 149 de la ley de la materia vigente en esa época y requirió a la autoridad responsable para que exhibiera la constancia de notificación respectiva (fojas 68 y 69).

Cabe señalar, como consta en la reseña ya realizada, que durante la substanciación del procedimiento en el juicio de amparo, el juez Federal realizó diversas gestiones a fin de obtener la traducción al español de las promociones presentadas por el quejoso en lengua hñahñu, y de las actuaciones judiciales a esa lengua para conocimiento de los peticionarios de amparo en los términos reseñados en el considerando tercero de la presente ejecutoria.
Finalmente, el veintiuno de mayo de dos mil trece, el juez de Distrito determinó que la existencia de diversos juicios de amparo promovidos por ********** pone de manifiesto que entiende el castellano, lo sabe escribir y leer, por tanto, no se trata de una persona monolingüista como se ostentó al presentar la demanda y demás ocursos en lengua Hñahñu; de ahí que resultara innecesario insistir sobre la designación del perito traductor para que interviniera en el juicio y le auxiliara en la traducción de las promociones y actuaciones, pues conforme a lo dispuesto en el artículo 271, segundo párrafo, del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la anterior Ley de Amparo por disposición de su numeral 2º, ese órgano jurisdiccional no estaba obligado a traducir dichas actuaciones a la lengua de origen.

Concluyó entonces que en el caso se actualizaba la hipótesis prevista en la fracción XVI, del artículo 73, de la Ley de Amparo abrogada, que impide el análisis de fondo de la cuestión planteada, porque el acto que en esencia reclama el accionante del amparo fue la falta de contestación a su escrito presentado ante la Visitadora Regional Tula de Allende, Hidalgo, de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, el diez de octubre de dos mil doce, de ahí que si el veintiséis de diciembre próximo pasado se emitió tal respuesta en su lengua de origen y la traducción al castellano, al parecer del juez del conocimiento, se hizo evidente la cesación de efectos del acto omisivo materia del reclamo, al haberse dado respuesta exigida, lo que le llevó a sobreseer en el juicio fuera de la audiencia constitucional, por tratarse de una causa manifiesta e indudable de improcedencia.

En mérito de lo hasta aquí expuesto, y relacionado resulta que el Juez Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, no cumplió con la obligación que le impone el último párrafo del artículo 78 de la Ley de Amparo vigente en la época de los hechos, pues dejó de atender que, los principales motivos de agravio del quejoso consistieron, por una parte, en que la autoridad responsable no dio respuesta a su solicitud en lengua hñahñu, y por otra,  que tampoco les contestaron lo que él pidió.

Por ello, es insuficiente para resolver que al rendir el informe con justificación, el Visitador General Jurídico de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo, aceptara la existencia del acto reclamado y argumentara que ya se había dado respuesta a la petición formulada por ********** el diez de octubre de dos mil doce, en tanto resultaba necesario para resolver la litis efectivamente planteada en el juicio de amparo del que deriva el presente recurso de revisión, que el juzgador contara con el documento de diez de octubre de dos mil doce, que asegura el quejoso no ha sido atendido o contestado en sus términos por la responsable, pues sólo a partir del conocimiento que el juzgador tenga sobre los términos en que el gobernado formuló su petición, estará en condiciones de determinar si la respuesta dada es acorde a lo pedido.
En este contexto, resulta incuestionable que el Juez de Distrito del conocimiento incurrió en una omisión que dejó sin defensa a la parte quejosa y trascendió al resultado del auto materia del presente recurso de revisión, dado que al sobreseer fuera de la audiencia constitucional en el juicio de amparo, dejó de atender y resolver la litis planteada en la demanda de amparo.

Consecuencia de lo anterior y acorde a lo dispuesto en la fracción IV del artículo 91 de la Ley de Amparo abrogada, esta Segunda Sala determina revocar el auto emitido el veintiuno de mayo de dos mil trece por el Juez Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo y ordena reponer el procedimiento en el juicio de amparo, a efecto de que, en términos del último párrafo del numeral 78 del ordenamiento legal en cita, recabe el escrito de diez de octubre de dos mil doce signado por el quejoso **********, que fue presentado ante la autoridad responsable y no obra en el juicio de amparo, por ser necesaria para la resolución del asunto, dado que contiene la petición de que se duelen los quejosos no ha sido atendida en sus términos y, una vez integrado debidamente el expediente, en libertad de jurisdicción, resuelva lo que en derecho proceda respecto de la cuestión efectivamente planteada en la demanda de amparo. 

Ahora, dado que en el caso particular el juicio de amparo fue presentado por una persona indígena hñahñu, por sí y en representación de la Organización Hñahñu para la Defensa de los Pueblos Indígenas de San Ildefonso, Tepeji del Río, Hidalgo, Asociación Civil, es menester atenderse que la Constitución Federal, en su artículo 2, apartado A, fracción VIII, prevé como derecho para los pueblos indígenas y sus integrantes acceder plenamente a la jurisdicción del Estado y, para garantizar esa prerrogativa dispone, entre otros aspectos, que tienen el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que conozcan su lengua y cultura en los juicios y procedimientos en los que sean parte. 

Por tanto, para alcanzar los fines de una justicia completa e integral, el juez del conocimiento debe continuar con las gestiones encaminadas a designar un perito para traducir al español los escritos presentados por el quejoso y a hñahñu las actuaciones judiciales, a fin de que aquél esté en condiciones de hacer valer sus derechos en el juicio. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Se revoca la resolución recurrida.

SEGUNDO. Se ordena reponer el procedimiento en el juicio de amparo ********** para los efectos precisados en el último considerando de esta resolución.

NOTIFÍQUESE con testimonio esta resolución, devuélvanse los autos del juicio de amparo al juzgado de origen y en su oportunidad archívese este toca.
Así, lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán (ponente), Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Luis María Aguilar Morales. El señor Ministro José Fernando Franco González Salas emitió su voto en contra y anuncia que formulará voto particular. El señor Ministro Sergio A. Valls Hernández, formulará voto concurrente.
Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
MINISTRO PRESIDENTE
LUIS MARÍA AGUILAR MORALES
      


   MINISTRO PONENTE

ALBERTO PÉREZ DAYÁN

SECRETARIO DE ACUERDOS 

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
Esta foja pertenece al Amparo en Revisión  78/2014, interpuesto por **********, fallado el dieciocho de junio de dos mil catorce, por mayoría de cuatro votos, en el siguiente sentido: PRIMERO. Se revoca la resolución recurrida. SEGUNDO. Se ordena reponer el procedimiento en el juicio de amparo ********** para los efectos precisados en el último considerando de esta resolución..  CONSTE.
IGR/mtm
En términos de lo dispuesto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en el segundo párrafo del artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

� "Artículo 91. El Tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los tribunales Colegiados de circuito, al conocer de los asuntos en revisión , observaran las siguientes reglas:


…


"IV. Si en la revisión de una sentencia definitiva, en los casos de la fracción IV del artículo 83, encontraren que se violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo, o que el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido del juicio en primera instancia, incurrió en alguna omisión que hubiere dejado sin defensa al recurrente o pudiere influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, revocarán la recurrida y mandaran reponer el procedimiento, así como cuando aparezcan también que indebidamente no ha sido oída alguna de las partes que tengan derecho a intervenir en el juicio conforme a la ley;"





� Correspondiente a la Novena Época, con número de registro 195579, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, septiembre de 1998, página 366.





� Relativa a la misma época, con registro 194896, difundida en el medio de difusión acabado de señalar, tomo VIII, diciembre de 1998, página 255.





� Novena Época, registro número 199454, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo V, febrero de 1997, página 108.









